
n Solo bajo condiciones en que la libre creación de ideas y conocimientos, y su comunicación
irrestricta, se hallan garantizadas, pueden estas instituciones cumplir su misión más

profunda de servir a la sociedad como el lugar donde se lleva a cabo la más amplia, plural y
creativa indagación sobre su existencia. 

OPINIÓN

Democracia y universidad forman un par
disparejo. Mientras la institución universi-
taria es parte esencial de la democracia, en
su interior convive con ella dificultosamen-
te. Veamos qué ocurre en cada caso.

Por lo pronto, la democracia política, sin
ser el único medio ambiente en que las
universidades florecen, sin embargo, es su
hábitat natural. 

Únicamente bajo condiciones en que la
libre creación de ideas y conocimientos, y
su comunicación irrestricta, se hallan ga-
rantizadas, pueden las universidades cum-
plir su misión más profunda. Cual es,
servir a la sociedad como el lugar donde se
lleva a cabo la más amplia, plural y creati-
va indagación sobre su existencia. Lo que
el filósofo alemán Karl Jaspers resumió en
una frase famosa: “La universidad es la
sede en la cual la sociedad y el Estado
permiten el florecimiento de la más clara
conciencia de la época”.

Contemporáneamente, esta idea ha sido
traducida por la de una universidad sin
condiciones. Es decir, que goza no solo de
libertad académica, sino también de “una
libertad incondicional de cuestionamiento
y de proposición, e incluso, más aún si
cabe, del derecho de decir públicamente
todo lo que exigen una investigación, un
saber y un pensamiento de la verdad
(Derrida, 1998).

Por este concepto, la universidad es
inseparable de la democracia. Asume ante
ella la doble responsabilidad de formar una
ciudadanía democrática y de proporcionar
evidencia para informar las políticas públi-

cas. Se vuelve así una parte insustituible de
la dimensión deliberativa de la democracia.

Efectivamente, nada de la universidad se
asemeja más a la democracia que su natura-
leza deliberativa, dialogante. El ser un espa-
cio para el cultivo de una reflexividad críti-
ca, el libre intercambio de argumentos y la
indagación desprejuiciada de la realidad.

Si en la actualidad los rasgos deliberati-
vos de la democracia parecen debilitados,
ello se debe seguramente, en parte a lo
menos, a una falla de las universidades en
el cumplimento de aquella doble responsa-
bilidad. A su vez, esta falla facilita la emer-
gencia de una sociedad del espectáculo
digital, de los escándalos, la posverdad y
los autoritarismos populistas. En dicha
sociedad, las instituciones universitarias
son puestas en jaque; acusadas —como
sucede en los Estados Unidos— de ser
bastiones de una cultura cosmopolita ajena
a las masas (Volk); servir a unas elites des-
carriadas por su propio refinamiento; y de
abrir espacio a un pensamiento progresista
(woke) que corroe los valores nacional-
cristianos.

En vez de universidades incondiciona-
das, en el horizonte próximo emerge una
universidad amenazada desde todos lados:
en su autonomía y libertades sustantivas
por el fervor antiintelectual del poder polí-
tico; financieramente, por la exigencia de
doblegarse o verse empobrecida; en su
carácter internacional por la prohibición de
recibir estudiantes extranjeros; política-
mente, por la cancelación del potencial
crítico que ellas representan; moralmente,
al obligar a sus académicos a autocensurar-
se en unas instituciones vigiladas.

¿Qué decir, en tanto, de la democracia
dentro de la universidad? ¿Es “más demo-
cracia” —cómo suele decirse— el antídoto
frente a las circunstancias externas que la
amenazan?

Tradicionalmente, la mejor y más sólida
base del autogobierno de la institución ha
sido, y continúa siendo hasta hoy, la pro-
tección del espíritu y la práctica de la cole-
gialidad. Esta consiste en la preservación
de la autoridad de los académicos sobre los
ámbitos docentes, de investigación y en
todo lo atinente a la misión y vocación
institucional. 

Allí, en las comunidades de los saberes
especializados, reside la responsabilidad
última de la autonomía universitaria. No es
un poder político, ni sindical, ni del dinero,
ni electoral, ni burocrático, ni clientelar. Es
la autoridad basada en el trabajo con cono-
cimiento avanzado.

Su expresión está indisolublemente
ligada a la creación, mantención y multipli-
cación de espacios deliberativos dentro y
entre esas comunidades epistémicas. Es ese
ethos colegial—del argumento, no del
voto—el que rige las relaciones académi-
cas. Allí tienen primacía la autoridad del
conocimiento cultivado con pasión, el
reconocimiento entre pares y las jerarquías
del saber.

Sin duda, esta lógica colegial se halla
contemporáneamente en tensión con otras
lógicas que son inseparables de las moder-
nas organizaciones académicas. Burocracia
versus colegialidad, por ejemplo, es uno de
los tópicos más peliagudos en la actual
agenda de asuntos clave para el futuro de
la educación superior. Mientras la colegia-

lidad descansa en la creatividad individual
y de los equipos académicos, y conduce a
algo similar a anarquías organizadas, la
burocratización necesaria para crear orga-
nizaciones de alto rendimiento exige pro-
cedimientos, reglas, rutinas, mediciones y
racionalización formal de las actividades
universitarias. 

Particularmente, la colegialidad de base
suele chocar con la lógica del direcciona-
miento estratégico de las universidades, la
lógica de la planificación central. Y tam-
bién con la lógica del management impuesta
por el capitalismo académico, que sobre
todo valora la productividad y el desempe-
ño económico de las instituciones.

En otras ocasiones, la propia colegialidad
académica pugna por extenderse a todos
los ámbitos funcionales de la universidad,
reclamando para sí la dirección superior, el
control estratégico y la administración
cotidiana. Esta reivindicación suele com-
partirse con los otros estamentos—de estu-
diantes y trabajadores administrativos— a
través de propuestas de un cogobierno
corporativo triestamental. Es la transforma-
ción de la institución en un gremio autosu-
ficiente, dedicado al cultivo de sus propios
intereses estamentales antes que de servir
el interés general de la sociedad.

Es también el paso de la colegialidad a la
política; de las comunidades del saber a un
demos que busca expresarse como poder
soberano a través de la representación de
los estamentos universitarios. Si bien esta
es una ideología que se halla en retirada en
el resto del mundo, en los países latinoa-
mericanos se mantiene viva sustentada en
la memoria mítica de la reforma de Córdo-
ba de 1918. Sus efectos son hoy intensa-
mente debatidos en algunas de nuestras
casas de estudio, donde la responsabilidad
del cuerpo académico está en juego.

En suma, la universidad está llamada a
servir los fines democráticos de la socie-
dad, a la vez que a preservar, para sí, los
medios y valores de la colegialidad.

La universidad y sus contradictorias lógicas 
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En el año 2005, 213 personas se
graduaron de programas de
doctorado ofrecidos por uni-

versidades chilenas. Casi dos décadas
después, la cifra supera en más de cin-
co veces ese número. 

Así lo da cuenta un reciente infor-
me publicado por el Servicio de Infor-
mación y Educación Superior (SIES)
de la Subsecretaría de Educación Su-
perior, donde se señala que en 2024
los titulados de doctorado a nivel país
sumaron 1.177 personas. Esto corres-
ponde a un 5,6% del total de gradua-
ciones de posgrado.

“Es lo más alto en un año en Chile,
incluso mayor que lo alcanzado en
2023, que fue la primera vez que se
obtuvieron más de 1.000 graduacio-
nes”, se lee en el documento, donde
también se señala que la mayor parti-
cipación se dio en las áreas de ciencias
básicas (29,5%) y tecnología (17,9%).
Le siguen las ciencias sociales, reu-
niendo 17,2% del total. 

Este aumento en el número de doc-
tores es en principio una noticia posi-
tiva, destaca Osvaldo Salazar, direc-
tor del Departamento de Postgrado y
Postítulo de la U. de Chile, además de
presidente de la Comisión de Post-
grado del Consejo de Rectores
(CRUCh). 

“Contar con más profesionales con
formación avanzada fortalece el siste-
ma científico, educativo y de innova-
ción del país”, indica. 

“No obstante, el impacto real de-
pende de la capacidad de Chile para
aprovechar ese capital humano avan-
zado, tanto en la academia como en
otros sectores productivos y socia-
les”, agrega. 

Ecosistema débil

Por ahora, no existen “políticas de
inserción laboral suficientemente ro-
bustas y sostenibles para todos los
graduados”, explica Salazar. 

Claudia Mejías, vicerrectora acadé-
mica de la U. Católica de Valparaíso,
tiene una opinión similar. “Un mayor
número de doctores fortalece nuestra
capacidad de investigación y desarro-

llo, esencial para el progreso científi-
co y tecnológico del país. Contribuye
a elevar la calidad de la educación su-
perior, y permite abordar de manera

más efectiva los desafíos nacionales
en diferentes áreas”, celebra.

Esto no quita que sea fundamental
“asegurar que este crecimiento vaya
de la mano con la calidad de los pro-
gramas y la pertinencia de las investi-
gaciones, para que los nuevos docto-
res puedan insertarse eficazmente y
así generar un impacto significativo”,
añade. “Es crucial fortalecer una es-

trategia nacional que fomente más es-
pacios para estos profesionales, que
visibilice su valor en todos los secto-
res, asegurando que la inversión en
capital humano avanzado se traduz-
ca plenamente”. 

Sergio Wehinger, director de pos-
grados dentro de la U. de Talca, co-
menta que, actualmente, 7 de cada 10
doctores terminan trabajando en una

institución de educación superior, y
advierte que eso satura rápidamente
los cargos. “Claramente, es un círculo
que tiene una fecha de caducidad
muy pronta”, indica. 

“Esto tiene que ir de la mano no so-
lo con políticas de gobierno; también
las industrias, de alguna manera, de-
ben mostrar mayor interés y necesi-
dad en el uso de personas con posgra-
do”, señala. “Al haber pocas plazas, el
ecosistema de innovación es más bien
débil. Pocas empresas tienen áreas de
investigación y desarrollo lo suficien-
temente potentes”. 

Como representante de regiones,
Wehinger plantea que la situación es
especialmente crítica fuera de Santia-
go, existiendo “poca infraestructura,
escaso financiamiento y poco ecosis-
tema científico” fuera de las ciudades
más grandes. 

En ese sentido, el informe elabora-
do por el SIES indica que, en el caso de
los doctorados, 54,7% de las gradua-
ciones de 2024 ocurrieron en la Re-
gión Metropolitana. Le siguieron las
de Valparaíso (14,3%) y Biobío (10%),
mientras que más atrás quedaron la
Región del Maule (5,9%) y de La
Araucanía (4,1%). 

1.177 estudiantes se titularon con este grado durante 2024: 

Las personas que se gradúan de un doctorado
alcanzan su cifra más alta en Chile

MARGHERITA CORDANO 

n Aunque este récord se considera
clave para el desarrollo del país,
especialistas advierten sobre
ciertas trabas, como la falta de
políticas de inserción o que las
mujeres sigan siendo minoría. La
desigual distribución entre
regiones también es un punto a
prestar atención.

Chile actualmente cuenta con cerca de 400 programas de doctorado, y si se compara con los últimos cinco años, las graduaciones para este grado aumentaron 51,5%. La
mayor parte de estas (87,9%) se da en universidades del CRUCh, indica el informe del SIES. 
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Brechas de género
El informe SIES señala otra traba a tomar en cuenta: en los doctora-

dos, las mujeres todavía obtienen menos grados que los hombres
(43,2% versus 56,8%. En el caso específico de áreas de ciencia, tecno-
logía, ingeniería y matemáticas, el porcentaje de ellas baja a 34%). 

Este fenómeno llama la atención, ya que a nivel general, los datos
muestran que la brecha no es tan marcada en el caso de los programas
de magísteres nacionales (49,9% mujeres versus 50,1% hombres).

“El doctorado exige años de dedicación intensa, casi exclusiva en
algunos períodos (en Chile, la duración mínima suele ser de cuatro
años). Las mujeres claramente enfrentan mayores responsabilidades
familiares, entre ellos el cuidado de hijos o de personas mayores, tareas
que dificultan obtener un doctorado, y algo que en general los hombres
suelen sufrir menos”, plantea Sergio Wehinger.

Ante esta “desigualdad estructural en la academia”, en la U. de Chile
“estamos desarrollando un estudio adicional que busca indagar en las
brechas de acceso relacionadas con las identidades de género en los
programas de doctorado”, comenta Osvaldo Salazar. 

‘‘Aunque es positivo
contar con más doctores
en el país, el verdadero
desafío está en garantizar
un entorno laboral que
permita su plena inserción
en la academia, la
industria u otros espacios
productivos y sociales. La
creación de políticas más
sostenibles y de mayor
alcance es esencial para
maximizar el impacto de la
formación doctoral en el
desarrollo de Chile”.
....................................................................
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